Carátula 


Corresponde pasar a considerar el segundo punto del Orden del Día relativo al Estatuto de 
Roma. 


(Ingresa a Sala el doctor López Goldaracena) 


Damos la bienvenida al doctor Oscar López Goldaracena para referirse al proyecto, e 
informamos que a las 16 horas está citada la Directora de Amnistía Internacional Sección Uruguay, 
señora Delmira Botti. 


SEÑOR LOPEZ GOLDARACENA.- En primer lugar, quiero decir que es un honor responder a esta 
invitación y creo que va a ser muy difícil condensar en una pequeña intervención todas las implicancias 
del proyecto de implementación del Estatuto de Roma. 


En segundo término, creo que corresponde hacer una aclaración: en el momento actual, 
habiendo cesado nuestro contrato de asesoramiento, nosotros no tenemos ninguna vinculación con la 
Cancillería ni con el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, quiero decir que el texto del proyecto que está a consideración se corresponde 
al anteproyecto que nos encomendó realizar el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y 
Cultura. Concretamente, el 2 de marzo de 2005, el Subsecretario de dicha Cartera nos encargó la 
realización de un anteproyecto de ley para implementar el Estatuto de Roma. Luego de dos meses, ese 
anteproyecto se presentó a la sociedad civil, a los partidos políticos y al Poder Ejecutivo, y comenzó un 
proceso de discusión o debate con relación al texto propuesto, que hoy se corresponde, en buena 
medida, con la iniciativa que los señores Senadores tienen a consideración. Por lo tanto, remitiéndonos 
a la exposición de motivos y a los efectos de no repetir conceptos que ya se encuentran claramente 
establecidos allí, me gustaría centrar la exposición en cuatro o cinco aspectos, a mi juicio medulares, 
del proyecto. 


En primer lugar, hay puntos de inflexión históricos en la implementación normativa que nos 
llevan a analizar el universo de las normas de Derecho Internacional y la factibilidad de que se 
concreten en normas de Derecho interno. Creemos que la implementación del Estatuto de Roma es 
una buena oportunidad para efectuar un relevamiento de los instrumentos internacionales que nuestro 
país ha ratificado, pero que se encuentran pendientes de implementación. Ese ha sido uno de los 
principios que inspiró, metodológicamente, la elaboración de este anteproyecto. 


Como ustedes saben, el Estatuto de Roma crea una Corte Penal Internacional permanente, 
con jurisdicción mundial, para juzgar determinados crímenes o delitos internacionales, como 
genocidios, crimenes de guerra o de lesa humanidad. A los efectos de que dicho Estatuto contara con 
el mayor grado de aprobación posible en el concierto internacional, no representa los avances de todo 
el Derecho Internacional en la materia. Es decir que el Estatuto de Roma puede ser considerado, en la 
estrategia de implementación, un umbral mínimo que debe implementarse, pero los Estados, los 
Parlamentos, al momento de su implementación normativa, pueden y deben ir más allá -como lo 
veremos- en algunos aspectos. 


El Estatuto de Roma se basa en el principio de la complementariedad. Esto quiere decir que la 
competencia originaria o privativa para el juzgamiento de estos delitos corresponde a los Estados y, 
consecuentemente, el juzgamiento efectivo implica la necesidad de que exista una normativa penal 
clara en la tipificación de los delitos, en la cooperación con la Corte Penal Internacional, una normativa 
que asegure la persecución y el juzgamiento de los sospechosos y de los responsables. Es decir que 
aquellos países que, como el Uruguay, han ratificado el Estatuto de Roma, tienen la obligación jurídica 
de incorporar a su normativa los instrumentos jurídicos necesarios para asegurar el deber de 
persecución y el de juzgamiento. Es en tal sentido que en los principios generales contenidos en el 
proyecto, se establece el derecho y el deber de juzgar. Creo que esto es muy importante, porque 
implica luego una profundización en asegurar ese derecho y ese deber de juzgar mediante normativas 
especiales, relativas al tratamiento de sospechosos de haber cometido este tipo de crímenes, que se 


encuentren en nuestro territorio, y relacionadas además con el principio de la punibilidad sin 
excepciones para este tipo de delitos. 


Quiere decir que el principio del derecho y el deber de juzgar se profundiza en el principio de 
la punibilidad sin excepciones. 


Claramente establecidos en el texto del proyecto y fundamentados en la exposición de 
motivos, para este tipo de crímenes o de delitos, se incorporan una serie de principios ya reconocidos 
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos por diversos instrumentos, no solamente por el 
Estatuto de Roma. 


En primer lugar, se incorpora la improcedencia de asilo o de refugio para los imputados, lo que 
surge de la Convención del Estatuto del Refugiado de 1951 y de la Declaración de Asilo de Naciones 
Unidas de 1968. En paralelo, está vedada cualquier medida de amnistía, gracia o indulto para los 
responsables, y está establecida la imprescriptibilidad de los crímenes. 


Aquí podríamos detenernos en cada uno de esos institutos y realizar una exposición mucho 
más extensa en su fundamentación; estamos simplemente mencionándolos a título de resumen o de 
repaso. Pensemos que la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad ya está 
prevista en la Convención sobre Imprescriptibilidad, incorporada a la normativa uruguaya en el año 
2001. Por otra parte, las Convenciones internacionales con relación a la desaparición forzada de 
personas y el mismo Estatuto de Roma, en su artículo 29, la prevén. 


También debemos mencionar los principios de cooperación para la identificación y detención 
de criminales de lesa humanidad o criminales de guerra; la Resolución de las Naciones Unidas N* 
3.074, de diciembre de 1973, dispone que los Estados se abstendrán de tomar medidas legislativas o 
de otro orden que obsten el castigo de estos criminales. Es decir que se van definiendo principios que 
a lo largo de las últimas décadas se han incorporado como notas caracterizantes de los crímenes de 
lesa humanidad y de los crímenes de guerra. 


Otro de estos principios es el no eximente de la obediencia debida, y este es un ejemplo claro 
de cómo la legislación nacional puede ir más allá del Estatuto de Roma. El artículo 33 del Estatuto de 
Roma prevé el eximente de la obediencia debida pero establece algunas ventanas. Nosotros 
consideramos, en función de lo que disponen otros Convenios internacionales, como el Convenio para 
la Prevención de la Tortura, que no puede haber eximente de obediencia debida bajo ninguna 
circunstancia. El artículo 8% de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada prevé 
especialmente que el funcionario que recibe una orden de tal naturaleza tiene el derecho y el deber de 
no obedecerla. Pero el proyecto no solamente se refiere a la obediencia debida, sino que incorpora la 
no existencia de otros eximentes, como circunstancias extraordinarias vinculadas a amenaza, estado 
de guerra, inestabilidad política, emergencias públicas reales o presuntas. Es decir que se establece el 
principio de punibilidad sin excepciones, como un correlato o una profundización del derecho y el deber 
de juzgar. 


Antes de entrar en la tipología y en la metodología utilizada por esa tipología, quisiera 
detenerme en un principio que me parece muy importante y debe ser correctamente interpretado a la 
hora de legislar, pero que a su vez es novedoso en algunos aspectos y no novedoso en otros: el 
principio de jurisdicción universal. Creo que es un tema que merece un detenimiento y que se traduce 
de la siguiente manera. Frente a la sospecha de que una persona hubiera incurrido en estos crímenes 
aberrantes, el Estado tiene la obligación de tomar medidas inmediatas, independientemente de que los 
supuestos crímenes tengan relación o no con el Estado uruguayo. 


En primer lugar, no se trata de una innovación desde el momento en que existe en nuestro 
Código Penal la posibilidad, en el numeral 7) del artículo 10%, de que por leyes especiales se actúe en 
base al principio de jurisdicción universal. 


En segundo término, existen Convenciones internacionales ratificadas por el Uruguay, 
vigentes y obligatorias para nuestro país, como en el caso de la tortura -me voy a permitir leer alguno 


de los artículos- que obligan a tomar medidas. Pero esta obligación de tomar medidas no quiere decir 
que en todos los casos se proceda a juzgar a todos los responsables o sospechosos de haber 
cometido estos delitos en otras partes del mundo, sin conexión con el Uruguay o con uruguayos. Es 
decir que aquí no se trata de establecer un principio por el cual -por poner algún ejemplo y sin 
mencionar nombres- se pueda presentar demandas o denuncias penales en el Uruguay contra 
terroristas de determinados Estados, contra Presidentes o militares de otros Estados, por cuestiones 
vinculadas a conflictos que no tengan ninguna relación con el Uruguay. No se trata de un principio de 
jurisdicción universal por el cual el Uruguay se vaya a convertir en un receptáculo de denuncias, sino 
de actuar cuando en territorio o bajo jurisdicción de nuestro país se encuentra un sospechoso de haber 
cometido estos delitos, aunque ellos no tengan conexión originaria con la jurisdicción uruguaya. En 
esos casos el principio es tomar medidas, detener, extraditar o entregar a la Corte Penal Internacional - 
luego vamos a ver la diferencia- como principio. Si no procede la extradición o la entrega a la Corte 
Penal Internacional e igualmente existen elementos suficientes de convicción para proceder a ese 
juzgamiento, allí sí se juzga. Pero el principio no es juzgar siempre. En estos casos no tengo la 
competencia originaria, pero sí tengo la obligación de tomar medidas inmediatas. 


A los efectos de clarificar este punto, quisiera leer parte del artículo 6% de la Convención 
Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que establece lo 
siguiente: “Todo Estado Parte en cuyo territorio se encuentre la persona de la que se supone que ha 
cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el artículo 4,” -es decir, los casos de 
tortura- “si, tras examinar la información de que dispone, considera que las circunstancias lo justifican, 
procederá a la detención de dicha persona o tomará otras medidas para asegurar su presencia. La 
detención y demás medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado y se 
mantendrán solamente por el período que sea necesario a fin de permitir la iniciación de un 
procedimiento penal o de extradición”. 


He leído este texto como ejemplo de que, en el caso de la tortura, estamos obligados a 
incorporar este principio de persecución. 


Además, y trascendiendo los instrumentos interamericanos sobre tortura o desaparición 
forzada, en las cuatro Convenciones de Ginebra y sus Protocolos Adicionales, que refieren al Derecho 
Internacional Humanitario de los Conflictos Armados Internacionales o Internos, también se establece 
el mismo principio. En los cuatro Convenios mencionados existe un artículo similar; en este caso, 
vamos a leer el correspondiente al Convenio N* 1, pero la redacción es la misma para los cuatro. Dice 
así: “Cada una de las Partes Contratantes tendrá la obligación de buscar a las personas acusadas de 
haber cometido, u ordenado cometer, una cualquiera de las infracciones graves, y deberá hacerlas 
comparecer ante los propios tribunales, sea cual fuere su nacionalidad. Podrán también, si lo prefieren, 
y según las disposiciones previstas en la propia legislación, entregarlas para que sean juzgadas por 
otra parte contratante interesada, si esta ha formulado contra ellas cargos suficientes”. Quiere decir 
que en los principios establecidos en el Derecho Internacional Humanitario, en las Convenciones 
contra la tortura a nivel universal, en la Convención contra la tortura a nivel interamericano, en la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, se prevé este principio. 


Cabe aclarar que no se trata de un principio de jurisdicción universal, en el sentido de que 
pueda entenderse como una puerta abierta para juzgar todo tipo de crímenes. 


El proyecto distingue dos situaciones: que se trate de crímenes bajo jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional o que se trate de delitos que no estén bajo jurisdicción de dicha Corte. En los dos 
casos se da noticia al Estado en el que se sospecha que se cometieron los crímenes, al Estado de 
nacionalidad de la persona que ha sido detenida y, al mismo tiempo, se le garantiza al imputado una 
audiencia en presencia de un defensor, para que exprese sus descargos con relación a la detención o 
la medida que está tomando el Estado uruguayo. En paralelo, el resultado de esa audiencia también es 
puesto en conocimiento de la Corte Penal Internacional en caso de delitos de su jurisdicción, o de los 
Estados vinculados al supuesto cuando se trata de crímenes que no son jurisdicción de dicha Corte. 


Con esto quiero redondear y profundizar en algo que quizás en la exposición de motivos no ha 
quedado muy claro, aunque están citadas todas las normas y se habla de los principios generales 
sobre los cuales se estructuró este anteproyecto. 


Cuando ingresamos a la tipificación de los distintos crímenes y delitos -en este punto 
quiero compartir con los señores Senadores algunos aspectos metodológicos- nos encontramos con 
tres tipos de crímenes previstos en el Estatuto de Roma: genocidio, crimenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra. En primer lugar y con relación al delito o crimen de genocidio, preferimos 
presentarlo o tipificarlo de una manera diferente a como lo hacen el Estatuto de Roma y la Convención 
contra el Genocidio. Entendemos que existió una evolución desde la década del cincuenta hasta la 
fecha, que aumentó el número de grupos protegidos en la Convención relacionada con el genocidio y, 
al mismo tiempo, creemos que se debe trascender la noción de grupo nacional para incursionar en la 
idea social de genocidio. Esto es muy importante, porque implicaría no tipificar por remisión el delito de 
genocidio, sino incorporar, por ejemplo, el genocidio cultural, es decir, no solamente por razones 
étnicas, raciales o religiosas, sino también por persecuciones culturales o por el hecho de pertenecer a 
un grupo con características propias, ya sea por edad, sexo o cualquier otro elemento vinculado a la 
identidad del grupo. Por tal razón, preferimos no tipificar o no proponer tipificar el delito o crimen de 
genocidio por la vía de la remisión, sino establecer claramente los elementos del delito, los grupos 
protegidos, y las acciones por las cuales una conducta quedaría comprendida en el crimen de 
genocidio. 


En lo que refiere a los crímenes de lesa humanidad, entiendo que se debe hacer una clara 
diferenciación. En primer lugar, los crímenes de lesa humanidad previstos por el Estatuto de Roma 
como tal, se incorporan por la vía de la remisión. En este punto hay que ser muy claro, porque de esa 
forma, al aprobarse el proyecto no existiría ninguna dicotomía entre lo que es el texto del Estatuto de 
Roma y el texto de la legislación nacional. Sin embargo, para que una conducta sea calificada como 
crimen de lesa humanidad conforme al Estatuto de Roma y, por tanto, sea jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional, debe reunir dos características fundamentales, además de calificar dentro de los 
tipos, que no vamos a leer ahora y que se establecen claramente en el Estatuto de Roma y en el 
proyecto. Esas dos características fundamentales son la práctica sistemática y la generalidad, con 
conocimiento del ataque. La práctica sistemática no implica una política de Estado, sino un plan regular 
de acción -lo dicen los elementos de los crímenes aprobados por la Asamblea Parte del Instituto de 
Roma- de la misma forma que la generalidad debe interpretarse como aquellos actos de magnitud 
importante o a escala importante. 


Cuando examinábamos la tipología de los crímenes de lesa humanidad y estas dos 
exigencias, nos preguntábamos si un caso concreto o individual, que no pudiera calificarse dentro de 
práctica sistemática o de la generalidad, sería o no un crimen de lesa humanidad. Ahí tendríamos un 
problema de prueba y en función de cómo se legisle, sería o no jurisdiccional de la Corte Penal 
Internacional. Recalcamos que son competencia y jurisdicción de la Corte Penal Internacional 
solamente aquellos crímenes de lesa humanidad que tienen esas dos notas caracterizantes. 


Consideramos que esos actos tienen siempre una práctica sistemática  -como es el caso del 
“apartheid” y del desplazamiento forzado-; sin embargo existen algunos que, por su naturaleza, podrían 
ser aislados, como es el caso de la desaparición forzada y la tortura. Pero aunque estos pueden darse 
como actos aislados o fuera de un plan sistemático, si consideramos los textos internacionales 
relacionados con la desaparición forzada y la tortura, y vamos a la jurisprudencia internacional en la 
materia, llegamos a la conclusión de que también son crímenes de lesa humanidad en el sentido de 
que deben aplicarse a su respecto las notas caracterizantes de los principios generales de los 
crímenes de lesa humanidad. 


Aquí está, quizás, una de las importantes innovaciones que se plantean en el proyecto. En 
este caso, además de los crímenes de lesa humanidad incorporados por vía de remisión, se 
consideran crímenes de lesa humanidad determinados tipos delictivos que se incorporan, en la medida 
en que el sujeto activo sea agente del Estado o actúe con la tolerancia y aquiescencia de los agentes 
del Estado. En estos casos, entendemos que la magnitud del crimen es gravísima. Además, nos 
estaríamos adecuando a las previsiones internacionales previstas en la Convención Interamericana de 
la Desaparición Forzada y en la Convención para la Prevención de la Tortura al tipificar estos delitos 
que hasta ahora no estaban tipificados en nuestro Derecho y que estamos obligados a hacerlo porque 
el Uruguay ratificó esas Convenciones y las aprobó legislativamente. Al mismo tiempo, le estamos 
dando las notas caracterizantes de los crímenes de lesa humanidad, es decir, la imprescriptibilidad, la 
imposibilidad de que sean amnistiados, etcétera. No sólo se trata de la desaparición forzada o de la 
tortura, sino también del homicidio por motivos políticos o sindicales, de las agresiones sexuales a la 


persona detenida, de la privación grave de libertad. Se trata de una serie de tipos que queremos 
establecer en forma expresa, como elemento de prevención y de disuasión, para que no ocurran estos 
hechos y, además, para que puedan ser juzgados siempre. 


Aquí hay un elemento muy importante: ¿por qué para estos crímenes se aplica la punibilidad 
sin excepciones? Porque el bien jurídico tutelado en todos estos crímenes no es, en definitiva, una 
sociedad, sino la comunidad entera de naciones, en el sentido de la comunidad entera de pueblos, es 
decir, de todos los habitantes del mundo. En definitiva, de lo que se trata es de universalizar los 
mecanismos de protección de derechos humanos y de optimizar los instrumentos de prevención. 


Estoy tratando de ser lo más breve posible por el tiempo de que dispongo; sé que quedarán 
muchísimos temas por hablar y con mucho gusto me pongo a disposición de la Comisión. 


En materia de crímenes de guerra, la metodología es también diferente o especial. ¿Por qué? 
Porque en el Estatuto de Roma se prevén diversas categorías de crímenes de guerra, distinguiéndose 
si son de conflictos armados internacionales o internos, si son o no infracciones graves a los 
Convenios de Ginebra. Aquí no se puede aplicar la técnica de la remisión. Si aplicáramos esa técnica - 
es decir, tipificándolos en nuestro Derecho tal cual está en el Estatuto de Roma- dejaríamos fuera una 
serie de infracciones graves a los Convenios de Ginebra; conductas punibles establecidas en los 
Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra, como así también una serie de disposiciones 
establecidas en muchos convenios relacionados con la prohibición de armas y la protección de bienes 
culturales que hacen al Derecho Internacional Humanitario. 


Quisiera realizar una aclaración que creo que es interesante o importante para los señores 
Senadores. En esta materia de crímenes de guerra estamos incursionando en lo que se llama el 
Derecho Internacional de los Conflictos Armados, en el Derecho Internacional Humanitario. Si bien el 
Estatuto de Roma representa la mayor evolución en materia de esa tipificación, deja fuera de la 
competencia de la Corte Penal Internacional diversas infracciones graves a los Convenios de Ginebra, 
y por los Convenios de Ginebra, el Uruguay está obligado a tipificarlas en su Derecho. Están omitidos, 
por ejemplo: la demora injustificada en la repatriación de prisioneros de guerra o de personas civiles; 
los ataques contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas; hacer objeto de ataque a 
localidades no defendidas y zonas desmilitarizadas y hacer padecer hambre a las personas civiles 
como método de combate en el marco de un conflicto armado interno. Estos son principios que 
deberían estar incorporados pero por ese consenso político, por el cual surgió el Estatuto de Roma, no 
lo fueron. 


Por consiguiente, no podemos restringir el proceso de implementación exclusivamente al 
Estatuto de Roma. 


Se utilizó la metodología de revisar todos los instrumentos del Derecho Internacional 
Humanitario, detectar cuáles son los que el Uruguay ha ratificado, sugerir al Poder Ejecutivo que 
ratifique los que estaban pendientes -que me consta que se llevó a cabo o está en vías de aprobación 
parlamentaria- y sintetizar o unificar en una sola tipología todos los crímenes de guerra, ya se trate de 
los que están en el Estatuto de Roma o en otros instrumentos internacionales. 


Se propuso una revisión más extensa e integral, con un mayor número de situaciones 
punibles. Entonces, por un lado se perfecciona la figura de los crímenes de guerra que están previstos 
en el Estatuto de Roma. A modo de ejemplo, puedo decir que no se exija para los crímenes de guerra 
el hecho de que se deban cometer a gran escala o como parte de un plan político, porque esto es una 
guía para el fiscal, según lo que presentan los propios elementos para los crímenes. 


También hay que agregar la mención de personas protegidas a todas las disposiciones que 
hagan referencia a población civil o no combatiente. Este es un concepto del Derecho Internacional 
Humanitario que trasciende a la población civil o no combatiente. A su vez, se debe extender a los 
conflictos internos la penalización de la prohibición de hacer pasar hambre a la población civil. 


Asimismo, se plantea modificar -y esto es muy importante- la edad de 15 años prevista en el 
Estatuto de Roma como límite para reclutar o alistar niños en las fuerzas armadas, elevándola a 18 
años, en cumplimiento del Protocolo facultativo a la Convención de los Derechos del Niño. Con relación 
a la figura que penaliza atacar a una persona que esta fuera de combate se plantea incluir, como 
personas protegidas, a las que estén en poder de la parte adversa, es decir, no solamente al 
combatiente. Además, hay que incluir las prácticas de discriminación racial como una infracción grave a 
los Convenios de Ginebra porque allí están incluidos. 


Finalmente, correspondería explicar el alcance de objetivos militares por tratarse de un 
concepto al que refieren varios tipos de los que se legisla. Aquí perfeccionamos lo que ya está 
incorporado en el Estatuto de Roma y, por otro lado, unificamos conflictos armados internos y conflictos 
armados internacionales. No tiene sentido esa división; es más, la última jurisprudencia del Tribunal 
Internacional de Rwanda lo menciona expresamente. El Derecho Internacional Humanitario avanza 
hacia un estadio en el cual no habrá división entre conflictos armados internacionales y conflictos 
armados internos. Hoy por hoy, se está discutiendo si en aquellos casos de violencia interna que no 
llegan al estatus de conflicto armado, deben aplicarse las normas de Derecho Internacional 
Comunitario. En definitiva, se propone agregar y tipificar como crímenes de guerra nuevas figuras en 
función de lo que disponen convenios internacionales, relacionados con la prohibición de armas y con 
la protección de bienes culturales. 


De todos modos, por una razón de tiempo no me voy a extender, aunque sí dejaré en poder 
de la Comisión una intervención que tuve el honor de hacer el pasado mes de febrero en la Comisión 
de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA. En ocasión de una puesta de ejemplo del proyecto de ley 
que se está discutiendo como modelo de implementación para los estados americanos, por invitación 
de la Cruz Roja Internacional, pudimos fundamentar mucho más por qué el actual artículo 26 del 
proyecto, con las enmiendas que luego se sugirieron, constituiría un avance de la implementación de 
normas de Derecho Internacional Humanitario, por lo cual el Uruguay podría ser considerado uno de 
los primeros países del mundo en tenerlo absolutamente todo unificado. Quiere decir que no es un 
artículo copiado de algún instrumento, sino que en él se condensa en una misma tipología todo el 
Estatuto de Roma y se agregan, como supuestos delictivos, aquellas conductas que surgen de otros 
convenios, como ser los de protección de bienes culturales, de prohibición de minas antipersonales, de 
prohibición de utilización de armas biológicas, etcétera. 


En base a este esquema hemos desarrollado la implementación de la tipología. Queda fuera 
todo un capítulo de cooperación con la Corte Penal Internacional, que también quisiera abordar en 
algunos aspectos. Como dijimos, el Estatuto de Roma se basa en el principio de la 
complementariedad. Por lo tanto, son los Estados los que deben proceder al juzgamiento. Si por 
razones fácticas o jurídicas no pueden hacerlo, interviene la Corte Penal Internacional. El propio 
Estatuto de Roma exige a los Estados, por la ausencia de coercibilidad de la Corte -para ser claros, 
digamos que no tiene Policía- que colaboren con sus solicitudes de cooperación. Entonces, se adopta 
un principio de plena cooperación, lo cual ratificamos en el proyecto. 


Por lo tanto, el Estado uruguayo acepta y adopta un principio de plena cooperación; sin 
embargo, no alcanza con establecer ese principio en la normativa. Las situaciones que se pueden 
generar en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, aparentemente se nos presentan 
complejas, pero si examinamos a fondo el Estatuto de Roma vemos que son de simple solución. En 
principio, debemos pensar, como metodología legislativa, que aquí se trata de determinar en qué 
circunstancias y con qué políticas o criterios el Estado puede negarse a cumplir una solicitud de la 
Corte Penal Internacional. Cabe preguntarse con qué pautas puede rechazar la admisibilidad de una 
causa, contestar la competencia de la Corte, o decir al Fiscal que no investigue porque ya se está 
investigando que, precisamente, es una de las causales por las cuales la Corte no interviene. También 
habrá que determinar con qué criterios se van a rechazar pedidos de captura solicitados por la Corte 
Penal Internacional, o diligenciamiento de pruebas. En definitiva, eso es lo primero que hay que 
resolver. 


Luego hay que resolver, de forma más fácil, cuáles son los mecanismos. Entendemos que en 
esta materia debe limitarse la discrecionalidad política y trasladarse el centro de gravedad a los 
aspectos jurídicos y técnicos. Es decir, aquí de lo que se trata es que la Corte Penal Internacional es un 
avance sustancial en la evolución del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en el 


juzgamiento de los crímenes internacionales. Pues bien, necesita del apoyo de los Estados y ese 
apoyo debe darse en materia de cooperación, en base a criterios jurídicos y no políticos, y debe 
definirse la admisibilidad o la inhabilitación de una investigación por criterios jurídicos y no políticos. En 
tal sentido, si vemos la Constitución de la República, el artículo 239 establece como una competencia 
privativa de la Constitución, el juzgamiento en materia de delitos del derecho de gente, que es lo que 
nos ocupa. Quiere decir que trasladar el centro de gravedad del Poder Ejecutivo al Poder Judicial, 
brindaría mayores garantías para la cooperación. 


Existe un anclaje constitucional muy claro a través del artículo 239. Aquí no se trata de que la 
Suprema Corte de Justicia juzgue, sino de que sea la Suprema Corte de Justicia la que, en un 
equilibrado mapa de competencias con el Poder Ejecutivo, tenga la competencia privativa para 
determinar cuándo se puede impugnar una resolución de la Corte Penal Internacional en materia de 
cooperación, una solicitud de asistencia, una causa o cuándo nos podemos oponer a un 
diligenciamiento de prueba. Hay un aspecto que sé que los señores Senadores le prestarán la debida 
atención, que es la invocación de la causal de seguridad nacional o la divulgación de documentos 
relacionados con la seguridad nacional. Esto fue incluido en el Estatuto de Roma, a solicitud de algún 
Estado en particular y genera una serie de problemas porque legislar en todo lo demás con criterios 
jurídicos, pero dejar abierta la ventana de invocar la seguridad nacional por parte del Poder Ejecutivo 
para no cooperar con la Corte Penal Internacional, puede ser sumamente peligroso por la 
discrecionalidad. Creo que el proyecto lo resuelve adecuadamente porque, en este caso, es el Poder 
Ejecutivo quien tiene que tener la iniciativa de decirle a la Suprema Corte de Justicia que va a invocar 
cuestiones de seguridad nacional, pero será la Suprema Corte la que calificará esas cuestiones 
conforme al Derecho, para evitar que lo discrecional se convierta en arbitrariedad o en una causal de 
no ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informarle al señor López Goldaracena que ya se encuentran 
esperando afuera los otros invitados, representantes de la organización de Amnistía Internacional. No 
sé si le falta mucho, porque de ser así, podríamos fijar otra comparecencia, o si lo prefiere, podría 
enviar por escrito algunas otras consideraciones. Estoy abierto a buscar una solución. 


SEÑOR LOPEZ GOLDARACENA.- Disculpen que haya abusado de su tiempo, pero como verán, 
apenas pude hacer un resumen de los principios generales, de los criterios metodológicos para la 
tipificación y de la necesidad de que se estructure sobre esa vía jurídica y no política. Creo que lo más 
importante lo hemos expresado. Me gustaría sí dejarle a la Comisión -para que conste en actas- 
algunos documentos sobre nuestra comparecencia en la OEA como fundamento del artículo 26 con las 
enmiendas y recordar, al mismo tiempo, que hay una reciente Resolución de la OEA, la número 2127, 
de 2005, por la que se insta a los Estados parte a adecuar toda la legislación con las normas de 
Derecho Internacional Humanitario; también del año 2005, una declaración presidencial del 
MERCOSUR sobre el compromiso de garantizar la independencia y eficacia de la Corte Penal 
Internacional y su alcance universal. Dejo, en consecuencia, estos tres documentos a los efectos de 
que estén al alcance de los señores Senadores y quedo a las órdenes por cualquier consulta que 
quieran realizar. 


Sugeriría que si en la discusión particular hubiese preguntas, me las hicieran llegar, ya que 
con gusto vendría preparado particularmente en esos temas y así podría contestarlas. 


Finalmente -y es algo que no tendría derecho a hacer porque sé de la capacidad de 
ustedes- quiero realizar un recordatorio que me parece sumamente importante. En estas materias, la 
evolución del Derecho Internacional incide notoriamente en la evolución de los derechos nacionales. 
Sin embargo, creo que también es al revés y así lo decimos en la OEA. La evolución de los derechos 
nacionales también retroalimenta la evolución del Derecho Internacional y tenemos una oportunidad 
única para que con la sanción y aprobación de este proyecto de ley, el Uruguay dé varios pasos en 
materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos, para volver a ser lo que fue: un 
abanderado en principios para que determinadas acciones no vuelvan a ocurrir más y también para 
que se sepa que desde países chiquitos se puede contribuir en mucho al progreso del Derecho 
Internacional. 


Es todo lo que quería decir y muchas gracias a todos los señores Senadores presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia agradece mucho la presencia en esta Comisión del doctor 
López Goldaracena. 


(Se retira de Sala el doctor López Goldaracena) 
(Ingresan a Sala los representantes de IELSUR y de Amnistía Internacional) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la sesión de hoy y tratando un proyecto sobre el “Estatuto de 
Roma”, le damos la palabra a los doctores Francisco José Otonelli y Diego Camaño, representantes de 
¡ELSUR, y al señor Gervasio Dalchiele, de Amnistía Internacional. 


Agradeciendo vuestra comparecencia a esta Comisión, le damos la palabra al señor 
Gervasio Dalchiele. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini) 
SEÑOR DALCHIELE.- Muchas gracias por recibirnos. 


Amnistía Internacional es una organización de Derechos Humanos que se dedica a promover 
y defender la vigencia efectiva de los Derechos Humanos en todo el mundo. Nuestra Sección Uruguay 
ha estado, como todo el movimiento, muy involucrada en todo lo que tiene que ver con la aprobación e 
implementación de lo que es este Estatuto de Roma. Consideramos la creación de la Corte Penal 
Internacional como un paso fundamental en la vigencia de los Derechos Humanos, pues pensamos 
que este es un avance en la lucha contra la impunidad y contra la violación sistemática de los 
Derechos Humanos. 


Agradezco nuevamente la posibilidad que nos da la Cámara de Senadores y, en especial, la 
Comisión de Constitución y Legislación, de brindar nuestra particular visión en cuanto a lo que es este 
proyecto de ley. En general Amnistía Internacional, como organización, no analiza proyectos de ley en 
cuanto a su técnica legislativa. Lo que nosotros analizamos es la correspondencia con los Tratados que 
el propio país ha ratificado con el organigrama, en general, del Estado y las leyes que el propio Estado 
se ha dado para sí. En algunos casos sugerimos mejores redacciones o conveniencias, siempre 
teniendo en cuenta los Tratados que el propio país ha ratificado o el espíritu mismo del Tratado 
Internacional que se está implementando. 


En concreto, y para ser muy breve, consideramos que este proyecto es muy bueno. El 
Uruguay estaría llenando uno de los vacíos que tiene respecto a la Corte Penal Internacional y en 
materia de Derechos Humanos en general, luego de que se apruebe este proyecto de ley. 
Consideramos que el Uruguay debe encontrar, para cooperar con la Corte -ojalá no tenga que hacerlo 
nunca- mecanismos establecidos con anterioridad. Cuanto más tiempo demoremos, más 
probabilidades hay de que suceda un hecho que nadie desea y no tengamos ningún mecanismo para 
brindar nuestro soporte nacional a la Corte. 


Digo que este es uno de los dos vacíos porque hay otro que el Parlamento Nacional y el 
Estado deberían llenar: la ratificación del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades. Seguramente los 
compañeros de IELSUR también van a hablar de esto así que voy a hacer una simple mención. 


Este Tratado debería ser ratificado por el Uruguay -puesto que ya lo ha firmado- ya que 
establece un procedimiento sobre cómo se debe colaborar con la Corte, cómo proceden los testigos 
cuando tienen que declarar, cómo se colabora con la traducción de documentos, etcétera. Por 
supuesto que este Tratado también establece cómo deben ser tratados por nuestro Estado, los Jueces 
y el Fiscal de la Corte. Reitero, este Tratado ya ha sido firmado y, por lo tanto, debería ser ratificado. Ya 
mencioné que, para nosotros como organización, este proyecto es bueno. Hemos analizado otros 
antecedentes de este proyecto; es más, Amnistía Internacional no fue ajena al proyecto que se envió 
por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores hace tres o cuatro años. En esa oportunidad, 
habíamos formulado una serie de críticas, pero este proyecto es sustancialmente distinto. Ha 


modificado gran parte de lo que se había planteado y, en ese sentido, diría que es sensiblemente 
distinto y nuevo. Algunos de los comentarios -para no decir críticas- que habíamos realizado, fueron 
recogidos por el documento que tengo en mi poder que, supongo, debe ser el mismo que los señores 
Senadores están tratando -sin perjuicio de que se haya hecho alguna modificación en la Comisión- y 
observamos que se han recogido algunos de los elementos que ya habíamos planteado. 


Sin embargo, nosotros igualmente quisiéramos ir planteando, en orden, ciertos comentarios a 
algunos artículos, en forma muy breve. 


En cuanto a la arquitectura general, nosotros creemos que es muy bueno que quien defina si 
hay oposición a la colaboración con la Corte, sea el Poder Judicial. En ese sentido consideramos que 
este proyecto es bueno al otorgar a la Suprema Corte de Justicia, en tanto órgano jurisdiccional, la 
posibilidad de decidir por qué se niega la colaboración con la Corte. Creemos que ese es un muy buen 
punto de este proyecto o anteproyecto. 


Otro punto que nosotros consideramos muy conveniente es la forma de relacionamiento, que 
se deja en manos del Ministerio de Relaciones Exteriores, estableciéndose específicamente una 
Dirección dentro del Ministerio, a fin de que esa comunicación se concrete. 


La visión de género que tiene el proyecto es muy buena, en tanto hay algunos artículos que, 
incluso, rechazan la condición de la víctima anterior. Estoy hablando de crímenes sexuales. Reitero: en 
este aspecto, la visión de género que el proyecto tiene, es muy buena. 


También es muy positivo que se haya legislado, o se intente legislar, en el sentido de abarcar 
una serie de obligaciones que el Estado no venía cumpliendo y que empezaría a cumplir a través de 
esta iniciativa. Hace un rato discutíamos afuera acerca de si la mejor forma de hacerlo será por medio 
de este proyecto o de otro, pero lo cierto es que el Estado tiene que cumplir con esa falta. En otras 
palabras, está obligado a legislar en materia de delitos internacionales -o, en algún caso, de crímenes 
internacionales- y, pese a ello, no lo ha hecho desde la restauración democrática, para hablar por lo 
menos desde la fecha de vigencia de ratificación de algunos Tratados. 


Ahora bien, sin perjuicio de todo esto que voy a decir ahora, vamos a hacer llegar a la 
Comisión una serie de comentarios por escrito. 


En lo que, concretamente, al proyecto se refiere, el artículo 4% establece que la jurisdicción no 
se ejercite cuando se solicite la extradición por otro Estado. Sobre este particular, consideramos que la 
mejor solución -esto no fue tenido en cuenta en el anteproyecto- es que la jurisdicción nacional deje de 
actuar cuando se conceda la extradición. La extradición es un proceso judicial que puede llevar 
muchísimo tiempo, por lo que, a nuestro juicio, cuando ella se concede, la jurisdicción nacional debería 
dejar de actuar. Si nosotros impedimos que la jurisdicción nacional actúe cuando se solicite, estamos 
limitando su tiempo útil -la jurisdicción nacional es la primera barrera, y, además, recordemos que la 
Corte Penal es complementaria y no prioritaria- por lo cual debería seguir actuando, por lo menos, 
durante todo el proceso. 


Por otra parte, con relación al artículo 26 del anteproyecto, queríamos hacer un comentario. El 
numeral 1 de dicho artículo comienza diciendo: “El que en un conflicto armado de carácter internacional 
o interno, conforme los términos en que dichos conflictos son definidos por el derecho internacional, 
cometa cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican a continuación,” -enseguida viene una 
frase que, nos parece, sobra- “en particular cuando sea a gran escala o como parte de un plan o 
política,”. Quizás esto sea un tecnicismo jurídico demasiado particular, pero Amnistía Internacional 
considera que este giro va en contra de Tratados que el Uruguay ya ha ratificado. Los Convenios de 
Ginebra -estoy hablando de todo el Derecho Internacional Humanitario- no exigen que sea cuando se 
trate de un ataque a gran escala o como parte de un plan o política, ni tampoco lo exige la Corte Penal 
Internacional en el Estatuto de Roma. Entonces, reitero, nos parece que ese giro está de más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiéramos saber si el señor Dalchiele propone una modificación o la 
eliminación de la frase. Decimos esto porque, de pronto, podríamos incluir el término “especialmente”. 


SEÑOR DALCHIELE.- Si agregamos “especialmente”, tenemos que cambiar la pena. Esta es una 
cuestión que tienen que definir los Legisladores. 


Considero que los tratados internacionales no exigen para que se cometa el delito, que sea 
en particular, a gran escala o como parte de un plan o política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está claro. Ahora, cuando se dice que “será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaria” y se pone “en particular cuando sea a gran escala o como parte de un plan o 
política” -es decir, una política de exterminio y demás- la pregunta es si eso no induce al Juez a ir más 
cerca de los treinta años que de los dos, que cuando se trata de una actitud más individual. Entonces, 
la pregunta es si de cualquier manera será castigado, si sacamos esa frase o si la cambiamos por 
algún término que no sea “en particular”. Digo esto para entender el razonamiento. 


SEÑOR DALCHIELO..- Creo que es un problema de tipificación. 


SEÑOR CAMAÑO.- La cuestión es el principio de tipicidad. Entonces, al incluir la frase “en particular 
cuando sea a gran escala o como parte de un plan o política” quiere decir que si no se cumple el 
requisito, no se puede aplicar ninguna de las hipótesis que vienen después. La interpretación de que 
en esos casos se aplicaría una pena superior, tiene que ser objeto de una circunstancia agravante, en 
todo caso, que especialmente lo diga, y no que el tipo penal en la descripción diga “en particular” que, 
además, no es la forma habitual en la cual se describe un tipo penal. En eso estamos de acuerdo con 
Amnistía Internacional y pensamos que se debería eliminar o se debería establecer que cuando es a 
gran escala como plan o política, es una agravante que amerita acercarse al máximo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sería importantísimo para nosotros si nos acercaran sugerencias 
en esta segunda versión, en el sentido de esta es una agravante, pero sacando el aspecto particular. 


SEÑOR DALCHIELE.- Quiero hacer hincapié, en que voy a hacer comentarios específicos y no críticas 
globales a todo el proyecto. 


El artículo 36 se refiere a las sesiones de la Corte Penal Internacional en el Uruguay. Acá 
vuelvo a insistir sobre la conveniencia y la necesidad de que el Uruguay, el Parlamento Nacional, 
ratifique el ASPIC, el Tratado de Inmunidades y Privilegios de la Corte Penal Internacional que ya ha 
sido firmado por nuestro Poder Ejecutivo. 


Las sesiones de la Corte Penal Internacional en el Uruguay deberían tener lugar en el 
momento que la Corte lo considere conveniente. Es un cambio radical de concepción del artículo; 
cuando habla “de crimenes cometidos en el Uruguay o cuando se encuentren en nuestro país las 
personas indagadas, testigos o víctimas”, voy a ir a la casuística, tal como lo hacen los Jueces 
Penales. ¿Qué pasa cuando la Corte Penal Internacional quiere actuar porque se trata de un país 
vecino, como Argentina, Brasil, Paraguay o Chile? No puede hacerlo, porque este artículo lo limita. 
Creo que la mejor solución sería brindarle a la Corte Penal Internacional las mayores garantías para 
actuar en el Uruguay. Esta es una cuestión de mínima estrategia, pero me parece que sería necesario 
comentarlo. 


En el mismo sentido, en el artículo 37 habría que ratificar el acuerdo del 30 de junio de 2004. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Donde dice que cuando se investiguen crímenes en el Uruguay o cuando 
hayan personas indagadas, testigos o víctimas de crímenes que hayan sido cometidos en otra 
jurisdicción, o cuando la propia corte Penal Internacional por fundamentación lo pidiera, se podría 
agregar “se autoriza sin restricciones que la Corte”. Parecería lógico que la Corte lo fundara. Debería 
haber un pedido; no se trata de que un día el Estado uruguayo se entera de que la Corte está ahí. Eso 
no va a pasar. Me parece que es otro insumo que ustedes pueden acercarnos, en la medida en que la 
Corte sienta que nuestro país puede juzgar o atender víctimas de la región y no especificamente sobre 
Uruguay. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Nicolini) 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que eso está contemplado en el acuerdo ASPIC que ya votó el Senado 
y que está a consideración de la Cámara de Representantes. De todas formas, sería bueno que se 
acordara uno con otro. 


SEÑOR DALCHIELE.- Voy a hacer referencia a un último artículo, aunque podría hablar de otros, pero 
sólo estoy haciendo hincapié en los que discrepamos, ya que estamos de acuerdo con la mayoría. 


Me parece que el artículo 40 es un elemento de política, ya que se establece cuándo no se 
va a dar curso a la solicitud de asistencia y cooperación de la Corte Penal Internacional. El Estatuto de 
Roma prevé que la cooperación se puede negar por razones de seguridad nacional. Esa fue una 
cláusula que se insertó por determinados países como último mecanismo de defensa para tratar de 
evitar colaborar de cualquier forma con la Corte Penal Internacional. 


Nosotros consideramos que el Uruguay no debe incluir esta cláusula en su ley de 
implementación. En principio, no existirían motivos de seguridad nacional para no colaborar con la 
Corte. Es un argumento que está previsto en el artículo 72 de la Corte. Concretamente, en el literal c) 
del numeral 1* del artículo 40 se dice: “no dar curso a una solicitud de asistencia o cooperación 
recibida de la Corte Penal Internacional o de sus órganos por las causas previstas en el estatuto de 
Roma: 


(1) se tratare de divulgación de información o documentos que pudiera afectar intereses de 
la seguridad nacional”. 


El Uruguay es un país democrático y, por tanto, consideramos que no debería incluir este tipo 
de cortapisas a la colaboración con la Corte. 


Creemos que este es un buen proyecto; seguramente, puede ser mejorado, pero 
tiene elementos muy buenos, como el de tipificar el delito individual de genocidio y una serie de 
crímenes internacionales que hasta el día de hoy no estaban previstos en el Uruguay. Además, 
consideramos que se está llenando con un vacío que el Uruguay tenía y que debe cumplir en materia 
de cooperación con la Corte. De todas formas, ojalá que Amnistía Internacional ni el Uruguay deban 
recurrir nunca a esta ley para aplicarla efectivamente. 


Por último, quiero decir que vamos a hacer llegar los comentarios por escrito a la 
Comisión y quedamos a disposición para cualquier pregunta que deseen hacernos. 


SEÑOR MICHELINI.- Sería bueno que nos hicieran llegar comentarios y correcciones -aunque sean 
menores- con sus fundamentos, para que nosotros podamos repartirlos al resto de los integrantes de la 
Comisión, ya que queremos darle un proceso relativamente rápido a este proyecto. 


SEÑOR OTONELLI.- En primer lugar quiero agradecer en nombre de IELSUR por esta invitación. 


Dado el poco tiempo que tenemos, queremos hacer algunas precisiones muy generales y 
cortas. Entre ellas, me interesa señalar que IELSUR apoya este proyecto y que nos parece importante 
que se apruebe. Este proyecto de ley de implementación es fundamental; el propio Estatuto pide que 
se adapte la legislación interna para hacer posible el trabajo de la Corte, a fin de prever su 
funcionamiento y la colaboración del Estado con la Corte Penal Internacional. Ante un pedido de 
colaboración de la Corte, hay que determinar muchas cosas, como por ejemplo qué órganos son los 
competentes, qué papel tiene el Poder Ejecutivo o el Poder Judicial, quién realiza las detenciones en 
caso de que se soliciten, quién contesta los pedidos de informes, quién dispone las inspecciones 
oculares o -como veíamos recién- quién decide o autoriza a la Corte Penal Internacional a sesionar en 
el Uruguay. Además, sin duda es necesario tipificar algunos delitos dentro de la propia ley, lo cual es 
imprescindible para poder tener el mismo lenguaje que la Corte Penal Internacional. 


Consideramos, también, que no tiene que ser una ley muy larga. Ya el Estatuto de Roma es 
largo, denso y muy detallista. Entonces, la ley debe ser muy práctica porque, de lo contrario, crea un 
problema a los Jueces; pensemos que no sólo deben tener presente el Estatuto sino también normas 
sencillas, claras y expeditivas por parte de la normativa interna del Uruguay. Alemania cuenta con una 
ley muy concreta que no es extensa; la ley de implementación de España contiene nada más que 
veinticinco artículos; Costa Rica, como primera medida, modificó dos artículos del Código Penal y 
quedaron pendientes normas de implementación o de cooperación. 


Como IELSUR, consideramos que es necesario aprobar cuanto antes una ley de 
implementación e, incluso, antes de que este proyecto de ley se presentara habíamos comenzado a 
trabajar en una iniciativa, para facilitar las cosas, que tenemos a medio redactar. Ante la aparición de 
este proyecto de ley, hemos decidido apoyarlo. 


También habría que ver si determinadas disposiciones -es una reflexión en voz alta- de otro 
tipo, que no son estrictamente de implementación de la actuación de la Corte pero que interesarían, 
podrían ponerse ya sea en un capítulo aparte o en una ley votada simultáneamente con ésta; esta es 
una pregunta que nos hemos realizado. Asimismo hay que ver si es necesario crear, como aquí se 
hace, nuevas categorías de figuras delictivas, aparte de los delitos y faltas. Nos preocupa que se 
repitan disposiciones que ya están en el Estatuto de Roma, porque el país ya tomó una determinación 
en ese aspecto, y hemos visto que es algo que ocurre en alguna medida en el proyecto de ley. En ese 
sentido estamos dispuestos, con mucho respeto, a aportar algunas observaciones escritas a la 
Comisión; pero que quede claro el apoyo fundamental y básico a este proyecto de ley. 


En este punto cedería la palabra al doctor Camaño para que hiciera algunas observaciones 
más concretas. 


SEÑOR CAMAÑO.- Agradecemos a la Comisión el habernos recibido y esperamos que en un futuro la 
relación entre la sociedad civil y el Parlamento se siga fortaleciendo porque las ONG, sobre todo las 
que trabajamos en un perfil jurídico, siempre creímos que era útil para los parlamentarios. No sé qué 
pensarán los señores Legisladores, pero consideramos que es útil para nosotros conocer vuestro punto 
de vista y quizás para ustedes lo sea contar con algunos aportes provenientes de la sociedad civil. 


En primer lugar, quisiera señalar que no me parece tan lejano que la Corte Penal 
Internacional tenga que actuar en algún caso con relación al Uruguay, no por temas vinculados a la 
última dictadura militar, sino porque lamentablemente la política de impunidad en la restauración 
democrática -claramente, por lo menos, hasta la asunción de este Gobierno- ha convertido al 
Uruguay en un lugar de privilegio en el cual se han refugiado criminales internacionales. 
Recientemente hemos tenido el caso Berríos, que demuestra que, como parte del Plan Cóndor en 
democracia, el Uruguay es un país que daba determinadas condiciones para que sucediera lo que 
sucedió. Entonces, no vemos tan lejano que en el futuro alguna de las personas que puedan ser objeto 
de enjuiciamiento por parte de la Corte Penal Internacional se refugien en el Uruguay, como un país 
que da condiciones de privilegio. 


Más allá de esto, creemos que el trabajo que ha hecho el doctor López Goldaracena es muy 
importante y ha sido realizado a conciencia y en forma responsable; por ese motivo, estamos 
apoyando el proyecto. De todos modos, como decía el doctor Otonelli, tenemos algunas 
observaciones, y sin perjuicio de las que vamos a enviar por escrito, más concretas -y más aburridas 
también- queremos aportar algunas grandes líneas. 


En primer lugar, queremos decir que esto es más que un proyecto de implementación, porque 
tiene no solamente la tipificación de crímenes internacionales bajo el Estatuto de Roma, sino también 
la de crímenes internacionales como actos aislados. Por ejemplo, en este proyecto de ley está prevista 
la situación de una tortura sucedida en una comisaría como un acto aislado, lo que quiere decir que un 
Juez Penal, ante un caso de estos, tendría que acudir a esta ley para tipificar el delito de tortura, y eso 
puede causar problemas. La cuestión que hay que plantearse, entonces, es si conviene en un proyecto 
de esta naturaleza, de implementación de un Tratado, incluir también esos crímenes internacionales 
cometidos como actos aislados. Creemos que esta es una cuestión de definición de política legislativa, 
pero como institución entendemos que la implementación debe ser implementación pura y que, como 


decía el doctor Otonelli, se puede aprobar simultáneamente, ya que está prevista en este proyecto, una 
ley que establezca la tipificación de los crímenes aislados. 


Evidentemente existe un vacío en lo que tiene que ver con la tipificación de la tortura y la 
desaparición forzada como actos aislados, y por lo tanto ese vacío tiene que ser llenado. Pero insisto: 
es una opción de política legislativa incluirlas en este proyecto o no; lo único que señalamos es que 
puede haber problemas para un Juez cuando tenga que aplicar estas figuras. 


Ya que estamos en el tema de la tortura, quisiera mencionar que en este caso se estableció 
una pena mínima de veinte meses de prisión, lo cual transforma este delito en excarcelable y no se 
compadece con la gravedad de la tortura. Si bien nosotros, como institución, no somos partidarios de 
un incremento de penas en lo que tiene que ver con los delitos como carácter general de la política de 
Estado, entendemos que en este proyecto no hay relación entre las penas establecidas para unos 
casos y para otros. Por ejemplo, el artículo 25 prevé una pena de ocho meses para los que se 
asociaren para cometer genocidio; estamos hablando de un hecho bastante grave, que ameritaría una 
pena de penitenciaria. Y en cuanto a la mención del tema anterior, más allá de lo que se dijo respecto 
del principio de tipicidad, entendemos que es muy amplio decir que la pena va de dos a treinta años; 
normalmente no hay esa amplitud en el Código Penal y eso da un gran poder a los Jueces en la 
aplicación de la pena. 


Independientemente de todo esto, creemos que el proyecto tiene una ingeniería bastante 
compleja; quizás, y de acuerdo con lo que decía el doctor Otonelli, nosotros habíamos trabajado en 
una línea de proyecto más simple, sobre la base de los modelos de Alemania, España y Costa Rica. 


Por otra parte, es importante señalar brevemente que los artículos 4% y 5% plantean algunos 
problemas. En primer lugar, en el proyecto no está planteado el principio de jurisdicción universal, que 
es el principio básico; si bien se desprende de los artículos 4% y 5%, no está planteado claramente. 
Tampoco está planteado el principio “aut dedere aut iudicare”, es decir, o se entrega a la persona o se 
juzga en el territorio nacional. 


Por otro lado, de los artículos 4.4 y 5.1 parecería desprenderse el criterio de que hay crímenes 
internacionales comprendidos por el Estatuto que son competencia exclusiva de la Corte Penal 
Internacional. Por ejemplo, el artículo 4.4 dice: “La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 
A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional”. 
El artículo 5 habla de casos en los que no fuese jurisdicción de la Corte Penal Internacional. 


Señalamos esto porque la Corte Penal Internacional tiene siempre una jurisdicción 
complementaria y, por lo tanto, no hay delitos -o, más bien, crímenes- que sean de su competencia 
exclusiva. Cuando sucede un genocidio o un acto de los tipificados por el Estatuto, lo que se quiere es 
que actúe el país en el que se comete, o cualquier otro país, en función del principio de jurisdicción 
universal. Pero reitero que no hay crímenes que sean competencia exclusiva de la Corte Penal 
Internacional. Hay situaciones en las cuales el Estado no quiere o no puede juzgar -por distintos 
motivos políticos o jurídicos- o territorios en los cuales no existe el Estado; en esos casos actúa la 
Corte Penal Internacional, pero siempre es complementaria. Por eso, la idea de complementariedad de 
la jurisdicción de la Corte Penal es otro de los principios que también entendemos que no han sido 
claramente establecidos. 


En cuanto a la cuestión de género, hay que mencionar -y nos parece importante decirlo aquí, 
sin perjuicio de que haga una observación posterior- que existe un error en cuanto a que, dentro del 
artículo 24, se colocaron como agresiones sexuales contra personas privadas de libertad, actos que no 
tienen nada que ver con eso, como por ejemplo la prostitución forzada, el embarazo forzado o la 
esterilización forzada. Si la cuestión de género fue una ganancia del movimiento por estos derechos a 
nivel internacional, tratemos de que en nuestra legislación estos puntos estén claros. Cuando se 
incluyen los literales a) y siguientes, correspondientes a la violación o a otros crímenes sexuales, 
dentro del título “Agresión sexual contra personas privadas de libertad”, en realidad se está cometiendo 
un error que, a nuestro juicio, es de compaginación, porque no se puede entender que esos delitos 
solamente refieran a casos de violaciones sexuales contra personas privadas de libertad, pues también 
alude a la prostitución forzada, al embarazo forzado o a la esterilización forzada. 


Por otra parte, hay algunas cuestiones bastante llamativas, como por ejemplo la vinculada al 
artículo 28, donde se hace una referencia al “proxenetismo”, a la “estafa, cuando es cometida por 
personas físicas o representantes o empleados de las personas jurídicas sujetas al control del Banco 
Central”, así como otras referencias a la Ley de sociedades, que tienen que ver con el lavado de 
activos. No las entendemos dentro de la economía de un texto de esta índole. 


Con respecto a las otras cuestiones que quisiéramos mencionar a los señores Senadores, 
pensamos que será mejor enviar la información por escrito, para que puedan analizarla con más 
profundidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, nos gustaría que nos enviaran por escrito todo el material sobre 
este asunto. Nosotros ya hemos comenzado con la consideración del tema en el día de hoy y 
pensamos que en el mes de mayo será posible aprobarlo. 


SEÑOR DALCHIELE.- Quisiera hacer un comentario, más como abogado y como uruguayo que como 
integrante de Amnistía Internacional. 


Uno de los problemas que teníamos desde Amnistía Internacional -que compartíamos con 
otras organizaciones que trabajan en el plano jurídico- era el relacionado con brindar una explicación a 
las organizaciones extranjeras -e, incluso, a algunos Legisladores- acerca del problema que teníamos 
para votar una implementación del Estatuto de Roma. Dicho Estatuto es complementario y se aplica a 
violaciones sistemáticas y graves de los derechos humanos. El Uruguay ratifica y convierte en ley 
nacional el Estatuto de Roma, donde el genocidio sistemático es delito. La tortura sistemática ya es 
delito en nuestro país, pero la tortura en un caso individual no puede ser llevada ante la Corte, y en el 
Uruguay ese delito no ha sido tipificado como tal y, por consiguiente, es uno de los problemas que 
tenemos y hemos planteado sistemáticamente. 


No quiero ingresar en el tema de si es de una buena política legislativa votar esa iniciativa en 
una ley de implementación o no. Ese aspecto prefiero dejarlo al análisis de Diego Camaño, pero sí 
resulta claro que el Uruguay, en caso de implementar el Estatuto, tiene que salvar esa falta por un tema 
de Estado democrático o Estado de Derecho debidamente considerado, porque en caso contrario 
nuestro país se encontraría en falta. Se trata, sin duda, de un vacío que es preciso llenar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados y de las instituciones que 
representan. 


Frente a la inquietud del doctor Camaño, quiero decir que esta es, indudablemente, una 
demostración del interés que tenemos en escucharlos y de lo útil que es esta interacción. Vamos a 
estar a la espera de recibir el material escrito que nos envíen, y adelantamos que si durante el 
tratamiento de este tema nos surge alguna otra inquietud, es probable que los molestemos 
nuevamente para consultarlos al respecto. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 51 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


